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el ert. 79.3 LPA. ere epliceble al presente supuesto.
de manara que la notificeción. aun errónee (como rec:o­
noce el propio Julgado) debió eurtit efectoe al inter·
ponarse le correapor\diente demende. que. por ello. q....
deba dentro del plazo lega/men1e eetIe/Mo.

6. Sellele el Mini.rlo Fi_1 que. aun admitiendo
la existencle de une notificeci6n que inducia a !Irror.
ello no condujo a le inclelenei6n de los recurrentes. que
conteban con le esistencia McnIce' de letrado. Pero tel
ergumento no es apIicabla an el~ CAlO. por cuen­
to que ello no desvirtúe el hecho de que. efectivernente.
le Administración indujo e error a los recurrentes V se
aprovechó en el proceso. conecien1ernente. de ese mi&­
mo error. Le protecci6n de los edminietrados frente e
les irreguleridades adminiatretivu que lleve e cebo le
LP.A. no se hace depender de la presencia o no de
Letredo. ni cebe suponer que se hace de peor condición
e aquéllos esistldos por dirección técnice Ietrade. Si bien
les indicacionesll.ue sobra la irrecurribiIicld de sus actos
hegen les Adminlstreciones Públicas ceracen de fuerza
vinculente pere las partes (STC 78/1991) que puede
esl razonablemente diacutirlas. no puede considererse
felta de diligencie de le perta. en virtud del principio
de le buena fa qua debe regir le ectueci6n de la Adm~
nistraci6n Vde la obligeci6n constitucional de éste. según
el ert. 103 C.E.. de ectuar con sometimiento pleno e
le lev V el Derecho. el seguir les instrucciones contenides
en las notificeciones adrninistrstivu. relativas a los recur­
sos procedentes Vplazos para interponerlos. Lo contrerio
supondrla colocer e los c.udedenos en una situación de
inseguridad enta las notificeciones administrativas. Vven­
drla a eliminar la garantla que supona pere el admini...
trado la regulación legal de los requisitos de eses
notificecionas.

Debe concluirse. por tento. que le interpreteción de
los requisitos,de admisibiiidad de le demande efectuede
por los órganos jurisdiccionales no ha respetado al dere­
cho da los recurrantas e le tutale judicial. raconocido
por el arto 24.1 C.E.. por lo que procede conceder el
ampero solicitedo.

FAllO

En etenci6n e todo lo .expUesto.' el Tribunel Con...
titucionel. POR LA AutOlllDAO QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCION
DE LA NAcION EspAÑOlA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado V. an su virtud.

1. Declarar la nulidad de las Sentancias del Juzgedo
de lo Social núm. 21 de Madrid. da 3 de mayo de 1989.
V del Tribunal Superior da Justicia de la Comunidad de
Madrid. de 7 de noviambre de 1989. confirmetoria de
la enterior.

2. R8CÓnocer el derecho de los soIicitentes ela tute­
la judicial efective.

3. Retrotraer las ectuecionas al momanto inmedie­
temante enterior a la Sentencia del Juzgado da lo Social
núm. 21 de Madrid. pere que se dicta otre sin qua puada
aprecier la ceducidad de la ecci6n.

Publlquese asta Sentencia en al oBolatln Oficial del
Estado».

Dade en Madrid. a diaciséis de noviembre de mil nove­
cientos novente Vdos.-luis L6pez Guerra.-éugenio Olaz
Eimil.-Alvaro Rodrlguaz Bareijo.-Jos' Gabeld6n
L6pez.-JuIio DIego Gonúlez Csmpos.-carles VlVer i
P~Sunver.-Firmados y rubricados.

•

27992 Sala Segunda. Senrencia 19411992. de 16
da noviembre. Recurso de amparo
16911990. Contra Sanrencia de la Sala de
/o Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. Vulneración del derecho a le tutela
judicial afective: instrucción e"ónea de recur­
sos lesiva del derecho.

Le Sale Segunda del Tribunal Constitucional, com­
pueste por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Dlaz Eímil. don Alvaro Rodrlguez Bereijo. don José
Gebald6n L6pez. don Julio Die\lo González Campos V
don Caries Viver i Pi-Sunyer. MagIstrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

le siguiente

SENTENCIA

En al recurso de amparo núm. 169/90. interpuesto
por doña Susana Gil Pascual, representeda por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Remedios Yolanda Luna
Sierra. contra la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 7 de noviem­
bre de 1989. Ha comparecido el Ministerio Fiscal V la
ComÍlnided Autónoma de Madrid. representada V asi...
tida técnicemente bajo la dilección del Letrado <don Em~
lio Genz"az Péramo. Ha sido Ponente el Magistrado don
Caries Viver i P~Sunvar. quien expresa el perecer de la
Sala.

1, Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Juzgado de
Guardia el 18 de enero de 1989. doña Susana Gil Pa...
cual. representeda por la Procurador de los Tribunales
dolla Remedios Yolanda Luna Sierra. interpuso recurso
de ampero contra la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (l. S. J. de
Medrid) de 7 de noviembre de 19B9.

2. Le demanda se fundamente en los siguientes
entecadantes;

e) A la demandante de amparo. trabajadora al ser·
vicio de la Consejería de Agricultura de la Comunidad
Aut6noma de Madrid. le fue comunicado mediante escri­
to de 5 da diciambre de 1988 que su contrato de trabajo
finalizarla el 31 de diciembre del mismo año.

bl Entendiendo que la comunicaci6n de cese del
contrato da trabajo constituia un despido. la recurrente
interpuso la pertinenta reclamaciOn prevía ante la Con­
sejarla da Agricultura de la Comunidad AutOnoma de
Madrid. Le reclamaciOn fue desestimada mediante la
correspondiente resolución administrativa en la que
expresamente se indicaba que ucontr8 la presente rese>­
lución. que pone fin a la vla administrativa. podrá inter·
poner demanda ante la Magistrature de Trabajo el' el
plazo de dos meses. a conter desde el día SIguiente
a la presente notificación...». Le resolución desestime­
toria fue notificada e la recurrente en amparo el 8 de
febraro de 19B9. .

cl Por al Letrado que asistiO técnicamente a la
recurrante en la via adminístrativa. el 4 de marzo de
1989. se interpuso demanda por despido nulo o sub­
aidiariamente improcedante ente le jurisdicci6n social
V cuyo conocim18nto correspondió al Juzgado de lo
Social núm. 21 de Madrid.

Por Sentencia de 3 de mayo de 1989 se desestimO
la demande de despido al epreciarse la excepción de
ceducidad de la acción alegada por la Consejería deman­
dada. al habar vanecurrido más da veinte días desde
la facha del despido V la de interposición de la demanda.
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d) Frente a esta Sentencia. la trabajadora interpuso
el correspondiente recurso de suplicación que fue deses­
timado por Sentencia del T.S.J. de Madrid. de 7 de
noviembre de 1989. que confirmó la Sentencia de ins­
tancia.

3. Contra la Sentencia del T.S.J. de Madrid. de 7
de noviembre de 1989. se interpone recurso de amparo.
por presunta lesión del arl 24.1 de la Constitución. sol~
citando que se declare la nulided de la resolución judicial
impugnada. .. .

La defensa de la recurrente sellala. después de afir·
mar que la interposición de le demanda por daspido
se encontraba dentro del plazo de los dos meses indicado
en la resolución denegatoria de la reclemación adm~

nistrativa previa. que la notificación administrativa as
defectuosa toda vaz que. en ella se debió concacar un
plazo de veinte dlas para le presanteción de la citeda
damanda. Entianda asl que. al apreciarse la axcepción
de caducidad de la acción y no entrar a conocer sobre
el fondo de la cuestión p1anteade. se le ha colocado
an situeción de indefensión. el ser la propia Adminis­
tración la que indujo. con su comunicación defectuosa,
a 'lue le demanda se presentera fuere del plezo de los
veinte dlas legelmen~esteblecido para su interposición.

Se afirma. en deflnotJv.a que. los actos de comun~
caclón son actos esenciales e le tutele judicial efectiva
y que si la Administración realizó una notificación defec­
tuosa no se puede privar al administrado. que actuó en
base a esta notificación. de un pronunciamiento en cuan­
to el fondo del asunto.

4. Por providencia de 26 da marzo de 1990. la Sec­
ción. de conformidad con lo previsto en el art. 50.5 de
la LOTC. acordó conceder un plazo de diez dlas a la
soliCItante de amparo para que acreditese fehaciente­
mente la facha de notificación de la Sentencia recurrida.
a los efectos del plazo esteblecido en el art. 44.2 de
la LOTC. Igualmente y conforme al arl 50.3 de la LOTC
se. concedió idéntico plazo a la parte recurrente y al
MInIsterio FIscal para presenter alegaciones sobre la
posible concurrencia de las causas de inadmisión pre­
VIstas en el art. 50.1 cl y al de la LOTC. consistentes
en la extemporaneidad y la falte de contenido const~·

tucional de la demanda.

5. Mediante escrito registrado en 10 de abril de
1990. la representación de la recurrente formuló ale­
gaciones reiterando el contenido de la demanda e insis­
tiendo en que la apreciación por los órganos jurisdic­
cionales de la excepción de la caducided vulnera el art.
24.1 de la Constitución. ya que el plazo en el que la
acción se habla ejercitado se encontraba dentro del que
la Administra.ció,n habia indicado expreumante para su
eJerCICIO. defIende que la comunicación es defectuosa
y que,en caso de error mutuo de le Administración y
admInIstrado la actuación sólo pueda ser excusable pa,a
el particular.

En relación a la posible cause de inadmisión. también
puesta de manifiesto en nuestra providencia de 26 de
marzo de 1992. consistente en le extemporaneidad de
la demada. en el escrito de alegaciones se manifiesta
que la demanda se presentó dentro del plazo establecido
en el art. 43.2 de la LOTC.

6. El Ministerio Fiscal. en su escrito de al"9aciooes.
considera que la demanda carece de contenIdo cons­
titucional, centra el debate constitucional en el derecho
a obtener una resolución de fondo en el proceso y argu­
menta que las resoluciones judiciales que elegan requ~

sitos procesales impeditivos no son par se vulneradoras
del art. 24 de la C.E. Para que eno sea asl. afirma. se
hace Ilreclso que la interpreteción del requisito procesal
Impadltlvo se revele arbitraria o injustificada. enervante

o formalista y desproporcionada. atendiendo al defecto
detectedo y a las consecuancias anudadas al mismo (STC
200/1988). En el presente supuesto de autos. delimita
el problema en tomo a si el error padecido an vla adm~

nistrativa fue de tal entidad que se convirtió en relevante
para la actora sellalanda que. a estos efectos resulta
trascendente la concurrencia de la asistencia letrada tan­
to en la instancia administrativa como an la judicial y
ledICCIón clara de los preceptos en Júego. para terminar
afirmando qua. ante estos detos. la negligencia o impe­
ricia técnica de le 'asistencia letrada impide que al error
de le rasolución administrativa producir la plenitud de
los efectos constitucionales pretendidos. .

7. Mediante providencia de 4 de mayo da 1990.
la Sección Tarcara del Tribunal Constitucional acordó
admitir a trámitll la damanda de amparo y solicitar a
los órilanos judiciales intervinientes la remisión de cer­
tificaCIón o fotocopia debidamente adverada de las
actuaciones. asl como la práctica de los emplazamientos
que fueran procedentes.

Por providencia de 10 de septiembre de 1990. la
referida Sección acordó acusar recibo de las actuaciones
remitidas por el Juzgado de lo Social núm. 2 1 de Madrid
y por la Sala de lo Social dal Tribunal Superior de Justicia
de Madrid y tenar por comparecida a la Comunidad Autó­
noma de Madrid an el presente proceso, De conformidad
con el art. 52.1 de la LOTC. se acordó dar vista de las
actuaciones a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal.
al objeto de que formularan las alegaciones que est~

masen oportunas.

8. .Por escrito presentado el 8 de octubre de 1990.
la representeción de la recurrente dio por reiteradas
cuantas alegaciones se han hecho en todas las instancias
e insiste en que los actos de comunicación son elemen­
tos necesarios que facilitan la defensa en el proceso.
de tal manera que su deficiente realización. siempre que
se frustre la finalided por ellos parseguida. coloca al inte­
resado en una situación de indefensión.

9. El MInisterio Fiscal presentó escrito de alegaciO'
nes. el 18 de octubre de 1990. por el que interesa la
denellación del amparo. Reitera que el centro del debate
constitucional se debe situar en el derecho a obtener
una resolución de fondo en el proceso (ex art. 24.1 C.E.)
ya que los actores han obtenido sendas resoluciones

j'UdiCiales en las que sus pretensiones no han sido ana­
izadas al entenderse. tanto en la instancia como en supli·

cación. que la demanda habla incurrido en el defecto
procesal de la caducidad. Recuerda la doctrina del Tri­
bunal Constitucional que ha reconocido que el derecho
a la tutela judicial efectiva no se desconoce cuando se
emite una Sentencia desestimatoria ante la concurrencia
de requisitos procesales impeditivos y. afirma. que sólo
se vulnerarla el art. 24 de la C.E. cuando la interpretación
de estos requisitos se revelara arbitraria o injusta. ener~

vante o formalista y desproporcionada (STC 200/19881.
Tras un análisis pormenorizado de la legalidad apl~

cable al caso controvertido. afirma que la resolución que
puso término a la vis administrativa incurre en el error
de indicar que el plazo para la presentación de la deman­
da ante la jurisdicción social era de dos meses en lugar
de los veinte dlas que claramente establece la ley. Conec­
te as/. el problema constitucional a la relevancia que
sobre la parte ectora tuvo el error administrativo. al enten­
der que. si el error fuera de tal magnitud que no hubiera
podido ser conocido por los actores, las resoluciones
judiciales. se manifestarlan como desproporcionadas y
enervantes. .

Después de citer la doctrina de este Tribunal (SSTC
107/1987 y 17811988. entre otras) y constatar que
los actores tuvieron asistencia letrada tanto en la vla
administrativa como en la judicial. termina afirmando
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que el error pedecido por la resolución administrativa
no pUade ser considerado determinanta a la hora de
hacer ineficaz la caducidad en que incurrió la posterior
damanda laboral. La claridad de la normativa en juego.
la naturaleza inequlvoca da la pretenaión deducida (de&­
pido) v·la asistancia letrada de la que gozó la parta en
todo momento. evidencia que fua la impericia da ésta
la que motivó la concurrencia de la caducidad V no sólo
al error resellado da la rasolución administrativa. pues
como ha dicho esta Tribunal. el sellalamiento equivocado
del recurso por una resolución no constituya lesión de
darechos fundamentalas si la parte se deja llevar de la
indicación V no de lo que con toda claridad establece
lalev·

10. La Comunidad Autónoma da Madrid. mediante
escrito ragistrado ante el Tribunal el 29 da octubre de
1990. manifíasta que el derecho a la tutela judicial efec­
tiva se desenvuelva en el émbito judicial V no en el adm~
nistrativo. afirma que una resolución administrativa no
puede condicionar la actividad procesal de la parte ni
alterar ill plazo preclusivo V parentorio de la ceducidad
V. por último. se adhiere a lo manifestado por el Ministerio
Fiscal en el escrito de alegaciones.

11. Mediante providencia da' 29 de octubre de
1992 se sei\aló para delibaración V fallo de esta Sen­
tencia el dla 16 de noviembre siguiente.

11. Fundamentos jurldicos

1. La damanda de amparo impugna la Sentencia
da la Sala de lo Social del T.S.J. de Madrid, da 1 de
noviembre de 1989, por la qua se confirma la emitida
por el Juzgado de lo Social núm. 21 da Madrid. en facha
3 de mayo de 1989. V se declara la caducidad de la
acción de despido interpuesto por la recurrente en ampa­
ro. Se imputa a esta resolución judicial una lesión del
ert. 24.1 de la Constitución. derecho a la tutela judicial
efectiva, que se concreta en el derecho a recibir un pro­
nunciamiento de fondo acerca del objato de la litis.

La pretensión de amparo deducida en el presente
recurso es objeto de enjuiciamiento por este Tribunal
en el recurso de amparo núm. 161/1990. en el que
los compalleros de la actora; ente una misma situación
fáctica V jurldica. impugnah les mismas resoluciones jud~
ciales con idéntica invocación del derecho a la tutela
judicial efectiva.

2. La recurrente sostiene que al apreciarse la cadu­
cidad da la acción se viola lo dispuesto en el art. 19.3
de la Ley de Procedimiento Administrativo (LPA) en
materia de notificaciones V el derecho ala tutela judicial
efectiva, al impedirse un pronunciamiento en torno a
la calificación jurldica del acto extintivo de la relación
laboral que ligaba a los recurrentes con la Comunidad
de Madrid.

Indica que la notificación de la rasolución de la recla­
mación previa fue defectuosa al sellalar un plazo para
la interposición de la demanda de dos masas en lugar
de los veinte dlas previstos en los arts. 146.3 l,P.A.
V 91 de le ley de Procedimiento Laboral de 1980 (LP.l.).
Alega que este defecto le indujo a error. por lo que el
plazo para recurrir sólo puede comenzar 8 correr en los
términos que prescriba el art. 19.3 de la LP.A.. es decir.
a partir de la fecha en que se haga manifestación exprese
en tal sentido por el interesado o se interponga el recurso
pertinenta. Como el T.S.J. de Madrid no lo ha entendido
asl. computando por el contrario el plazo desde le noti­
ficación. ha violado lo que dispone el aft. 19.3 de la
l.P.A. en relación con las notifocacionas defectuosas. Y
esta violación de una ley ordinaria que trasciende. según
la recurrente. al plano constitucional ha impadido un

pronunciamiento en cuanto al fondo del asunto sometido
a su consideración.

3. Como ha afirmado con reiteración este Tribunal
(STC 99/1986. por todas). el derecho a obtener la tutela
judicial efectiva no es un derecho absoluto e incondi­
cional. sino un derecho de configuración legal que se
satisface no sólo cuando el Juez o Tribunal resuelve
sobre las pretensiones de las partes, sino también cuan­
do inadmite una acción en virtud de la aplicación. razo­
nada en Derecho V no arbitraria, de una causa legal.
como puede ser la caducidad de la acción (SSTC
16/1986. 34/1989 V 164/1991, entre otras). Ahora
bien, la propia naturaleza del derecho fundamental cuyo
respato aqul sa cuestiona exige que la interpretación
de esos requisitos legales se realice de la forma más
favorable a la eficacia del Derecho; ello supone. entre
otras cosas. que ha de haber proporcionalidad entre la
causa legal de la inadmisión Vel resultado al que conduce
(SSTC 90/1983 y 216/1989. por ejemplo). .

4. los mandatos de la Lay de Procedimiento Adm~
nistrativo precisan los requisitos que han de cumplir las
notificaciones que efectúe la Administración. requisitos
que. evidentemente, revisten una esencial importancia.
en cuanto que permi'J8n a los administrados reaccionar
adecuadamente en defensa de aquellos derechos o int...
reses que estimen lesionados por la actuación adminis-­
trativa. El arto 19.2 de la l.P.A. enumera cuáles son tales
requisitos. entre los que incluye la expresión de los recur­
sos que procedan contra el acto notificado. el órgano
ante el que hubieran de presantarse V el plazo para
interponerlos.

En el presente caso, la notificación efectuada a la
hoy recurrente por la Consejeria de Agricultura de la
Comunidad Autónoma da Madrid manifestaba que dis­
ponlan de un plazo de dos meses para interponer deman­
da frente a la resolución adoptada ante la Magistratura
de Trabajo. lntarpuesta la demanda dentro de ese plazo.
la representación dala propia Comunidad Autónoma for­
muló excepción de caducIdad da la acción. que fue esti­
mada por el Juzgado de lo Social. Consideró éste que
la instrucción sobre plazos efectuada por la Consejería
de Agricultura era errónea; paro. en opiníón del Juzgado.
tal errDr resullaba irrelevante. va que debla prevalecer
como norma de Derecho necesario V de orden público
procesal la contenida en el ert. 69.3 del Estatuto de
los Trabajadores. en cuanto limita bajo sanción de cadu­
cidad, al término de veinte dias hábiles, el plazo para
interponer demanda sobre despido.

Pues bien. no cabe considerar que la decisión del
JuzQado de lo Social reúna las condiciones de razo­
nabilidad y proporcionalidad a qua se ha hecho refe­
rencia. exigibles en la interpretación de los requisitos
de admisibilidad de una demanda de tutela judicial.
Ciertamente. los mandatos del art. 69.3 del Estatuto
de los Trabajadores son Derecho necesario. pero tam­
bién lo son aquellos preceptos de la l.P.A. que se refie­
ren a los efectos de las notificaciones administrativas
defectuosas. esto es. los arts. 19.3 y 4 l.P.A.. cuya
aplicación hubiera supuesto la admisión de la demanda
planteada ante el Juzgedo de lo Social. La prevalencia
concedida al art. 69.3 E.T. supone que. de hecho. la
Administración ha venido a beneficiarse de sus propias
irregularidades. al haber inducido a la hoy demandante
a error. y a actuar dentro de un plazo que. posterior­
meme. la misma Adminislración consideró inaplicable.
Y. como este Tribunal he manifestado reiteradamente.
no puede calificarse de razonable una interpretación
que prime los defectos en la actuación de la Admi­
nistración. colocándola en me/'or situación que si hubie­
ra cumplido su deber de noti icer con todos los requi­
sitos legales (STC 204/1981. fundamenl0 juridico 4.°).
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Por el contrario. resulta razonable estimar que el
alt 79.3 LP.A. era aplicable al presente supuesto. de
manera que la notificación. aun errónee (como reconoca
el propio Juzllado) debió surtir efectos al interponerse
la correspondiente demanda. que. por ello. quedaba den­
tro del plazo legalmente nftaledo.

5. Sellala el Ministerio Fiscal que. aun admitiendo
la existencia de una notificación que inducia a error.
ello no condujo a la indefenlión de los recurrentes. que
contaban con la asistehCie tknica del Letrado. Pero tal
argumento no es aplicable en el presente caso. por cuan­
to que allo no desvirtúa el hecho de que. efectivamente.
la Administración indujo e error a los recurrentes y se
aprovechó en el proceso. conscientemente. de ese mi&­
mo error. Le protección de los administredos frente a
las irregularidades administrativas que lleva a cabo la
LPA no n hace depender de le presencia o no de
letrado. ni cabe suponer que n hace de peor condición
a aquéllos asistidos por dirección tknica letrada. Si bien
las indicaciones que sobre la irrecurribilidad de sus actos
hagan las Administraciones Públicas carecen da fuerza
vinculante para las partes (STC 78/1991) que pueden
asl razonablemente discutirlas. no puede considerarse
falta de diligencia de la parte. en virtud da los principios
de buena fe y de pleno sometimiento a la Ley y al Dere­
cho (art. 103 de la C.E.) que deben regir la actuación
de la AdminiStración. el seguir las instrucciones conte­
nidas en las notificaciones administrativas. relativas 8
los recursos procedentes y plazos para interponerlos.
lo contrario supondrla colocar a los ciudadanos en una
situación de inseguridad ante las notificaciones adm~
nistrativas y vendrla en eliminar la garantla que supone
para el administrado la regulación legal de los requisitos
de esas notificaciones.

Deba concluirse. por tanto. que la interpretación de
los requisitos de admisibilidad de la demanda efectuada
por los órganos jurisdiccionales no ha respatado el dere­
cho de los recurrentes a la tutela judicial efectiva reco­
nocido por el alt 24.1 C.E.• por lo que procede conceder
el amparo solicitado.

FAllO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE lA NACIONEsp~

Ha decidido

010rgar el amparo solicitado y. en su virtud

1.0 Declarar la nulidad de las Sentencias del Juz­
gado de ID Social núm. 21 de Madrid. de 3 de mayo
de 1989. y del Tribunal Superior de Justicia de la Comu­
nidad de Madrid. de 7 de noviembre de 1989. confir­
matoria de la anterior.

2.0 Reconocer el derecho de la solicitante a la tutela
judicial efectiva.

3.0
. Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­

tamente anterior a la Sentencia del Juzgado de ID Social
núm. 21 de Madrid. para que se dicte otra sin que pueda
apreciarse la caducidad de la acción.

Publlquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estadoj).

Dada en Madrid. a dieciséis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-luis lópez Guerra.-Eugenio Dlaz
Eimil.-Alvaro Rodrlguez Bereijo.-José Gabaldón
lópez.-Julio Diego Gonzélez Campos.-Carles Viver
i Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

27993 SaJa Sagunda. Sentencia 195/1992. de 16
de noviembre. Recurso de amparo
2.616/1990. Contra Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo por la que se decla­
ra inadmisible por falta de le¡¡itimación recur­
so contancioso-administratlvo. Vulneración
daJ denscho a la tutela judicial efectiva: inter­
pretación no favorable de los aniculos 26 y
32 LJ.CA. a la efectividad 11el derecho (in­
terés legitimo para recurrir).

. Le Sala Segundal del Tri6unal Constitucional. com­
puesta por. d,?n luis lópaz Guerra. Presiden~e. don Euge­
nio Dlaz Elmll. don Alvaro Rodríguez 8erelJo, don José
Gabaldán lópaz. don Julio Díego Gonzélez Campos y
don Caries Viver i P~Sunyer. Magistrados. ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

le siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.616/90. promovido
por la Asociación de Puertos Deportivos y Turísticos de
Baleares. re[lresentada por el Procurador don Argimiro
Vázquez Gulllén, y asistida del Letrado don Josep Meliá.
contra la Sentencia de 4 de abril de 1990 de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo. por la que se declara inad­
misible por falta de legitimación el recurso núm. 193/88.
Han sido partes el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Estado. y Ponente el Magistrado don Julio Diego Gon­
zélez Campos. quien expresa el parecer de la Sela.

l. Antecedante.

1. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal el día 14 de noviembre de 1990. don Arg..
miro Vázquez Guillén. Procurador de los Tribunales. en
nombre y representación de la Asociación de Puertos
Deportivos y Turlslicos de Baleares. interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de 4 de abril de 1990
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo. por la que se
declara inadmisible por falta de legitimación el recurso
núm. 193/86.

2. Le demanda se basa en los siguientes hechos:
A) Le Asociación de Puertos Deportivos y Turlsticos

de Baleares. se constituyó el 27 de marzo de 1984 de
conformidad con lo dispuesto en la ley 19/1977. de
1 de abril. y el Real Decreto 873/1977. teniendo como
objeto la coordin~ción de los interases comunes y empr.e­
sariales de sus miembros, en los aspectos náutiCOS. tuns·
ticos. técnicos. económicos. laborales. tributarios. orga­
nizativos. etc... La mencionada Asociación interpuso ante
la Sala Tercera del Tribunal Supremo. recurso conten­
cioso-admínistrativo que fue registrado con el núm.
193/86. contra la Orden del Ministerio de Obras Públic~s

y Urbanismo (MOPU) de 14 de febrero de 1986 (<<BoletlO
Oficial del Estado» de 22 de febrero). sobre aplicación
de tarifas por servicios generales y específicos en los
puertos dependientes de la Administración del Estado.
solicitando ~ue se anula~n las dispos!ciones referentes
a la tarifa G-5 -embarcaCiones deportivas y de recreo-.
y que se declarase el derecho de los usuarios de dichas
ambarcaciones a la devolución de las cantidades ingre­
sadas en concepto de abono de dicha tarifa. por la uti­
lización de instalaciones de concesionarios de puertos
deportivos. desde su entrada en vigor.
. B) Por Sentencia de la mencionada Sala de 4 de
abril de 1990. se declaró la inadmisibilidad del recursO
por falta de legitimación activa. Se sellala en la Sentencia
Impugnada que la tarifa G-5 prevista en la Orden del


